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INFORME DE LA TERCERA SUBCOMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS, recaído en el proyecto de ley de presupuestos del sector público para el año 2011, en lo relativo a la PARTIDA 23, correspondiente al MINISTERIO PÚBLICO.
BOLETIN Nº 7.226-05 (III).
______________________________
HONORABLE COMISIÓN ESPECIAL

MIXTA DE PRESUPUESTOS:


Vuestra Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos tiene el honor de informaros la Partida relativa al Ministerio Público, propuesta en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el próximo año.

A la sesión en que se estudió la Partida concurrieron, en representación del Ministerio Público, el Fiscal Nacional, señor Sabás Chahuán Sarrás; el Director Ejecutivo Nacional, señor Pedro Bueno Figueroa, y la Jefa Nacional de la División de Administración y Finanzas, señora Sandra Díaz Salazar.


De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda asistieron, la Jefa del Sector Poderes y Justicia, señora Sereli Pardo, y los abogados señores Rodrigo Quinteros y Francisco Pereira.

Concurrieron, además, las Honorables Diputadas señoras Andrea Molina y Marisol Turres. 
- - -


Los antecedentes tenidos a la vista durante el estudio de la referida Partida, en ejemplar único, han sido remitidos a la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, donde se encuentran a disposición de los señores Parlamentarios, para su consulta y análisis.

Se adjunta como anexo de este informe, en ejemplar único, copia de la Partida estudiada y aprobada por la Subcomisión, debidamente certificada.

- - -

PARTIDA 23
MINISTERIO PÚBLICO

CAPÍTULO 01

MINISTERIO PÚBLICO

Programa 01

Ministerio Público


Esta Partida contiene un Capítulo con un Programa, Ministerio Público, que para el año 2010 autoriza gastos por un total de $112.713.936.000. El presupuesto para el año en curso, corregido por reajustes y leyes especiales y expresado en moneda del año 2011, asciende a la suma de $108.178.948.000, lo que significa un aumento de 4,19%.

- - -


El Fiscal Nacional, señor Sabás Chahuán, inició su exposición señalando que deseaba contextualizar su propuesta presupuestaria.


Indicó que se han planteado una serie de inquietudes respecto del Proyecto de Fortalecimiento que constituye uno de los tres proyectos establecidos en el plan estratégico del Ministerio Público. Agregó que a los dos últimos Gobiernos se les ha planteado las necesidades del Ministerio Público para avanzar en su desarrollo institucional, que incluye dos partes principales: crear una Fiscalía de alta complejidad, que ha sido acogida por el Ejecutivo y anunciada su creación en el Mensaje del 21 de mayo, y el plan de Fortalecimiento Integral que está pendiente de la evaluación que está realizando el Banco Interamericano de Desarrollo, en conformidad a una glosa del presupuesto vigente.

Señaló que la proposición presupuestaria es de continuidad, y permitirá mantener su situación actual, con la que operará el Ministerio Público con una Fiscalía Nacional, dieciocho Fiscalías Regionales, ciento veintisiete Fiscalías locales y diecisiete oficinas auxiliares de atención, que albergarán a una dotación total de 3.787 funcionarios.


Agregó que tal dotación comprende al Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y 647 Fiscales Adjuntos, con un total de 666 Fiscales, a los que se suman otros 3.121 funcionarios de la repartición.

Enseguida, dio cuenta de los principales datos estadísticos que reflejan el trabajo del Ministerio Público durante el año en curso.

Informó que entre los meses de enero y septiembre del año 2010, ingresaron al Ministerio Público 922.847 casos y se aplicaron 1.188.103 términos.


Señaló que la tasa de judicialización fue de 43,0%, destacando la sentencia condenatoria como la salida judicial más aplicada al registrar un 16,2%, en relación al total de términos. Por otro lado, en el segmento de salidas no judiciales, el archivo provisional es el término más aplicado, que se inició con una tasa de 70% el año 2000 y hoy alcanza a un 45,3%, en relación al total de términos, registrando una constante baja durante los últimos años.


Informó que la mayor parte de los archivos provisionales -y que dan lugar a los reclamos de la opinión pública-, se producen, básicamente, en el caso de denuncias de robo sin violencia en que no existen antecedentes para realizar diligencias. Para superar el problema, indicó, se le entregará a la policía 37.000 mil manuales, en los que se consignan las diligencias que obligatoriamente deben realizar sin orden del Fiscal, lo que permitirá aumentar los antecedentes que se acompañen a la denuncia y bajar las tasas de archivo provisional. 

Agregó que el mayor índice de judicialización se registra en los casos en que se tenía conocimiento de la identidad del imputado (66,1%). En tanto, en los casos que no se conocía la identidad del imputado, las salidas no judiciales representan el 88,2%.


Destacó la disminución, respecto a igual período del año 2009, del tiempo promedio de tramitación de los casos que terminaron con salida judicial, que se redujo de 142 días a 134 días, lo que podría atribuirse a las mejores prácticas implementadas en relación a la tramitación de casos según complejidad.


Entre enero y septiembre del año 2010, el tiempo promedio de tramitación de los casos con salida judicial fue de 134 días y el de salida no judicial, que se producen por decisión de los fiscales, fue de 72 días, tiempo que se estima razonable, y respecto del cual no se presionará a la baja para privilegiar que no se archive una cantidad mayor. Agregó que, para disminuir la crítica pública, sería necesario enviar por cada denuncia una orden de investigar, medida que saturaría el sistema y no tendría efectos prácticos en la persecución criminal sino que sólo mediáticos, y cuyo resultado equivaldría al sobreseimiento temporal tan propio del antiguo sistema, todo lo cual no resulta lógico y contraría el sentido de la reforma procesal.

Expresó que las categorías de ilícitos con mayor tiempo promedio en salida judicial son los correspondientes a los delitos funcionarios (467 días) y delitos sexuales (443 días); y en salida no judicial son los correspondientes a homicidios (401 días) y delitos funcionarios (273 días).


En contraste, las categorías de delitos con menor tiempo promedio de tramitación en salida judicial son los correspondientes a Faltas (41 días) y Otros delitos (77 días), y en salida no judicial son los correspondientes a Faltas (35 días) y Robos no violentos (45 días).

Indicó que durante el presente año se espera el ingreso de 1.340.000 denuncias, haciendo presente que antes de iniciarse la reforma procesal penal se esperaba un ingreso de 800.000 causas con la misma dotación, lo que genera problemas a la dotación actual de funcionarios, que fue fijada de acuerdo a tal proyección.


Señaló que se ha mejorado mucho la gestión interna sin que aumente la dotación, pese a que se han dictado leyes, como la de violencia intrafamiliar -que origina 120.000 ingresos anuales y para la cual tienen líneas especiales de acción-, ha aumentado el microtráfico y el tráfico de drogas, y se dictó la ley de responsabilidad penal de los adolescentes que involucró a todo un segmento que antes era impune, de entre 14 y 16 años de edad, lo que aumenta los ingresos de causas. Indicó que si bien esta última ley incorporó a 22 fiscales, ella no consideró el personal necesario para el apoyo de su trabajo.

Prosiguió manifestando que, entre los meses de enero y septiembre de 2010, se aplicaron 1.188.103 términos. De este total, un 43,0% correspondieron a términos judiciales, es decir, casos en que actuó un tribunal de garantía, y un 57,0% a términos no judiciales. De los términos judiciales, el más aplicado en este período, fue la sentencia definitiva condenatoria (16,2%), con 2.766 condenas adicionales a las del año pasado, mientras que en las salidas no judiciales, el archivo provisional es el de mayor peso relativo, alcanzando un 45,3%, que este año ha disminuido en casi treinta mil causas.

Destacó que el nuevo sistema de justicia criminal ha significado que la composición de la población penal haya sufrido un importante cambio. Es así como en el año 2000 casi la mitad de la población penal (48,5%) estaba compuesta por procesados (actuales imputados) y detenidos, grupo penal que en la actualidad sólo alcanza el 24,1%, correspondiendo el 75,9% a personas condenadas.

En el período comprendido entre los meses de enero y septiembre del año en curso, agregó, se registraron 922.847 ingresos, lo que representa una disminución de 2,8% respecto de igual período del año anterior.


En cuanto a las denuncias, señaló que la mayor parte se concentran en las Regiones Metropolitana, de Valparaíso y de Bío-Bío, lo cual coincide con su población, representando la capital un 41% del universo de causas ingresadas, con una disminución de 1,3%, tendencia que se repite en Valparaíso y Bio-Bío, en que disminuyen en 1,7% y 12,2% respectivamente.

Entre los delitos denunciados que mayor impacto causa en la ciudadanía, señaló, es destacable la disminución en un 5,1% de los delitos sexuales, y de un 3,6% en los delitos de la Ley de Drogas. 

En cuanto a los delitos con mayor alza durante el período enero septiembre respecto del año anterior, indicó, se deben mencionar 3.137 faltas, 1.669 robos no violentos, y 726 delitos por Ley de Tránsito adicionales. En el mismo lapso, agregó, se registraron un total de 34.884 ingresos por responsabilidad penal adolescente y 85.293 ingresos por violencia intrafamiliar.


Durante los primeros nueve meses del año, agregó, el 43% del término de causas correspondió a salidas judiciales, las que continúan con su tendencia al alza, incrementándose un 1,6% adicional respecto del período anterior, de las cuales el 16,2% correspondió a sentencia definitiva condenatoria, lo que también refleja una tendencia al alza que explica las 2.766 condenas adicionales pronunciadas en ese lapso, y la mantiene como la salida judicial más aplicada. En cuanto al término por salida no judicial, un 45,3% de ellas corresponde al archivo provisional, que continúa en su tendencia a la baja y significó  29.249 archivos provisionales menos que en el período anterior. 


Además, entre enero y septiembre de 2010 se incrementaron los juicios orales en 2.174 causas, llegando a un total de 7.367, principalmente en la categoría de delitos de robos (2.265), delitos de la ley de drogas con alta penalidad (1.430) y delitos sexuales (967).

Finalmente, informó que todos estos antecedentes se encuentran publicados en la página electrónica del Ministerio Público, en forma detallada.

Enseguida, intervino la señora Jefa Nacional de la División de Administración y Finanzas, quien describió el presupuesto propuesto respecto del Ministerio Público para el año 2011.


Sobre el particular, indicó que este presupuesto contempla los gastos de la operación normal, y que el único incremento que experimenta es en el Subtítulo 21, en que se contemplan 723 millones de pesos adicionales para financiar las suplencias  indispensables para reemplazar a las funcionarias con licencia maternal, recursos que son financiados con los ingresos recuperados por concepto de licencias médicas.


Por otra parte, prosiguió, se presenta una rebaja general del 10% en los Subtítulos 22 y 29, con respecto al presupuesto año 2010, pero considera algunos recursos adicionales para temas puntuales, como 260 millones para nuevos arrendamientos que hubo que contratar producto del terremoto recién pasado; M$ 247.920 de incremento respecto del año anterior para la última etapa del outsourcing informático; 123 millones para la continuación y ampliación del Proyecto de Persecución de Organizaciones Criminales en el Tráfico de Estupefacientes, que se realiza en conjunto con el Ministerio del Interior, y 2.582 millones para el desarrollo del proyecto de Sistema de Administración de Causas financiado con Saldo Final de Caja del año 2010.


El señor Fiscal Nacional acotó que el presupuesto en estudio presenta una rebaja general del 10%, pero hay ítems específicos para proyectos en ejecución. El proyecto de Persecusión de Organizaciones tiene el propósito de duplicar las formalizaciones por asociaciones ilícitas para perseguir el narcotráfico más elaborado, haciendo presente que los 123 millones de pesos que consulta, son básicamente para la adquisición de programas computacionales.

La señora Jefa Nacional de la División de Administración y Finanzas se refirió, luego, al Fondo de Aportes Económicos para Víctimas y Testigos. Al respecto, informó que se contemplan los recursos para el funcionamiento en régimen de las 18 Fiscalías del país (M$1.468.027); la implementación total del Call Center Nacional, en el marco del mejoramiento en la atención de víctimas, testigos y usuarios de la Fiscalía de Chile, por un monto de M$ 348.121; la adquisición por renovación y complemento de Sistemas de Video Conferencia para declaraciones en juicios para facilitar la declaración de las víctimas, y el plan de inversiones en elementos de protección y prevención de la victimización secundaria a víctimas, peritos y testigos, como biombos, pelucas, etc.

Finalizó su exposición, destacando que el 70% del presupuesto total corresponde a Gastos en Personal, y que, el segundo rubro relevante, es el de Bienes y Servicios de Consumo, que representa un 18% del total. Asimismo, resultan importantes los recursos destinados a Inversión, que corresponden a un 6,76%, ya que permite contar con inmuebles propios adecuados a las necesidades del Ministerio Público.


Concluida la presentación por parte de los representantes del Ministerio Público, los miembros de la Subcomisión debatieron en torno a esta Partida, en los siguientes términos.


En primer lugar, el Honorable Diputado señor Robles, se refirió al tema de las licencias médicas. Al respecto, señaló que, por lo general, la respectiva institución de salud hace completa devolución de los recursos aplicados al pago de las prestaciones derivadas de una licencia médica. Consultó si así opera también en este caso. Agregó, asimismo, que las limitaciones al manejo de los recursos a nivel regional origina que, tras una ausencia laboral, no se contraten reemplazantes, y así, en localidades pequeñas, simplemente llegan, incluso, a quedar sin Fiscal.


Señaló que otra fórmula sería posibilitar a los abogados a realizar períodos de suplencia, lo cual podría interesar a quienes desean ingresar al Ministerio Público.

El señor Fiscal Nacional indicó que tales abogados podrían subrogar a los Abogados Asistentes de Fiscal, no a los Fiscales, agregando que en las Fiscalías unipersonales los fiscales son temporalmente reemplazados por Abogados Asistentes. Tal suplencia, señaló, si se prolonga por más de 30 días, origina ciertas reclamaciones porque terminan cumpliendo funciones de mayor responsabilidad por la misma remuneración.

El señor Director Ejecutivo Nacional expresó que el Ministerio Público recupera todos los dineros de las licencias médicas de FONASA o la ISAPRE respectiva, según sea el caso, pero que, como la Fiscalía no tiene patrimonio propio, los recupera para entregarlos al Fisco. Agregó que se estima cuánto se gastará en este ítem de acuerdo a lo pagado el año anterior. Agregó que la recuperación no es exactamente el monto de la remuneración pagada, lo que genera un desfase que se cubre con estos recursos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis expresó que le llama la atención el programa de fiscales de alta complejidad, porque ello indicaría que actualmente ese tipo de delitos no se investiga, o que no había un estándar a nivel del Ministerio Público para abordar tal problema, y explica que el narcotráfico que se registra de Arica a Punta Arenas, demuestre la existencia de una compleja organización que les abastece.

El señor Fiscal Nacional señaló que la Fiscalía de Alta Complejidad tiene el sentido de no desplazar fiscales para dedicarlos a tales investigaciones con dedicación exclusiva, además que con ello se soluciona la carencia de especialistas que den apoyo a la gestión. Se trata de 106 personas, con auditores y todo tipo de funcionarios, incluidos los 16 fiscales dedicados a esta materia. 


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que el tema del microtráfico está muy masificado y va en aumento, por tanto, es necesario abordarlo con especial dedicación.

En otra materia, agregó que el archivo del 46% de las causas le parece excesivo, y consultó qué medidas se podrían adoptar para bajar tal cifra, pues, en parte, debido a ella, la población empieza a solicitar asesoría para las víctimas que no se sienten resguardadas por el Ministerio Público.


El señor Fiscal Nacional señaló que el sistema está desarrollado bajo el supuesto que una cantidad de causas debe archivarse para no colapsar el sistema, haciendo presente que ya está al borde de tal posibilidad. En Alemania, por ejemplo, la tasa de archivo no baja del 38%; en Perú, hay zonas donde se archiva sobre el 90%; en Bogotá no baja del 52%; en la ciudad autónoma de Buenos Aires no es menor al 90%. En Chile, el año 2000, el archivo provisional era de 70% y se ha bajado sistemáticamente, pero un archivo menor al 30% haría colapsar el sistema.

A su turno, la Honorable Diputada señora Turres se refirió al Fondo de Aportes Económicos para Víctimas y Testigos. Señaló que en presupuestos anteriores la cifra era mayor, y que los actuales fondos son únicamente para preparar a las personas que participan en el juicio. Consultó, asimismo, en qué forma se evalúa por el Ministerio Público la atención que brinda a las víctimas.

El señor Fiscal Nacional indicó que al Ministerio Público constitucionalmente le corresponde la protección de víctimas y testigos. Agregó que hace dos años hubo una polémica en relación a cuántas víctimas eran atendidas y se decía que correspondían al 3%, pero esa cifra, en verdad, estaba referida a aquellas personas que requerían protección especial, como, por ejemplo, un cambio de casa.

Manifestó que, a raíz de tal polémica, se produjo un acuerdo político para hacer un aporte adicional de 4.000 millones de pesos en enero del 2008, y la Fiscalía Nacional señaló que si se le entregaban en ese momento dichos recursos, éstos se destinarían sólo al pago de remuneraciones y que, por tanto, era necesario, más bien, un proceso de fortalecimiento, lo que fue así entendido, generando el actual estudio del BID. Agregó que, independientemente, se ha reformado la gestión para mejorar la atención de víctimas y evaluar sus riesgos. 


Por su parte, el señor Director Ejecutivo Nacional explicó, en relación al modo en que se informa del respectivo proceso a las víctimas, que existen metas de gestión concretas sobre la materia. Por ejemplo, indicó, se asocia el pago de bonos o cumplimiento de metas institucionales a la atención de al menos el 80% de las personas citadas a la Fiscalía dentro de los 20 minutos más próximos a la hora indicada, medida que obliga al personal a planificar adecuadamente su trabajo.


Con igual propósito, agregó, el presupuesto contempla la existencia de centros de llamada y centros de contacto telefónicos, instalados para que las personas puedan consultar por sus causas y para comunicarse con las víctimas a fin de recabar eventuales nuevos antecedentes que hagan viable la investigación.


Expresó que se están implementando tres niveles de atención para las víctimas, y que el sistema de orientación comprende tres fases, a saber, la atención directa en el mesón, la comunicación telefónica y el contacto por internet, teniendo todos tiempos de respuesta.


Para el contacto telefónico en las regiones en que está funcionando, indicó, existe una tasa de pérdida de llamadas del 5%; para la atención personal, los 20 minutos a que se ha hecho mención, se elevan a 30 minutos para el público que asiste en forma espontánea, sin previa citación. 

Además, añadió, para todos estos casos, se confeccionó una cartilla que entrega la policía a las víctimas, que permite proporcionarles la información necesaria para que llamen a la fiscalía, indicando el plazo en que debe hacerlo, y las consultas que deben realizar para conocer el número de su causa y su estado y permanecer adecuadamente informado. 


Para la atención del público existen además tres metas individuales: comunicar la sentencia, notificar el archivo, y notificar la adopción de medidas de protección a su favor. Para eso se está modificando el sistema de envío de cartas, sustituyéndolo con los medios antes mencionados, tratando, además, que las personas no requieran más de dos contactos con las Fiscalía en un plazo determinado.

Agregó que todas estas medidas están siendo evaluadas con encuestas internas realizadas por una empresa externa, pues se trata de un plan a ejecutar en un plazo de 4 años, para lo cual existe la limitación de dotación, pues ello requerirá de 154 funcionarios más, lo que explica que no basta con los recursos para la tecnología, ya que se requieren psicólogos, asistentes sociales y funcionarios.

Ante la consulta del Honorable Diputado señor Ortiz sobre los daños que causó el terremoto en dependencias del Ministerio Público, el señor Fiscal Nacional señaló que la cifra total involucrada por este concepto es de 5.500 millones de pesos, de los cuales, la mayor parte corresponde a un edificio nuevo en Pudahuel que colapsó -que significa 2.500 millones-, y que las fiscalía dañadas fueron 39. Al efecto, indicó, se incrementaron los recursos por el Ministerio de Hacienda y el resto se obtuvo por reasignaciones. Agregó, que el Fisco es quien recupera los seguros y les otorga nuevos recursos.

El Honorable Diputado señor Robles manifestó que, nuevamente, en el presupuesto del Ministerio Público hay una importante suma destinada a solventar la cuota que corresponde pagar por el uso del Centro de Justicia de Santiago, que alcanza a $1.478.970.000. Expresó que la modalidad utilizada en la adquisición de dicho inmueble ha resultado muy onerosa, pues la concesión misma ha significado un alto costo. Solicitó, entonces, conocer si se utilizan sus instalaciones.


Señaló que esta operación ha sido un muy mal negocio, pues ese edificio lleva años sin funcionar. Además, indicó que en este presupuesto no hay recursos para aumentar la dotación de personal, y así, por ejemplo, destinar un Fiscal a Vallenar. Lo anterior, apuntó, llama su atención por cuanto no parece corresponder con la idea de aumentar la seguridad. Expresó que no todos los Fiscales tienen Abogado Asistente, pese a que en algunos países hay varios Asistentes para un solo Fiscal.

En relación con el Centro de Justicia de Santiago, el señor Fiscal Nacional señaló que tienen sus oficinas utilizables, pero que como les corresponde aportar un 11% de sus gastos generales, este año significará la entrega de 500 millones de pesos adicionales para el sistema de aire acondicionado.


Indicó que respecto al Plan de Fortalecimiento, las autoridades le han manifestado que, terminado el estudio del BID, el Ejecutivo podría adoptar una decisión respecto a la materia. La Fiscalía de Alta Complejidad fue anunciada por el Presidente, pero el presupuesto es de continuidad, sin perjuicio que estima necesario aumentar la dotación.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que el compromiso del Ejecutivo debiera consistir en que, después de emitir el BID su informe, se adopten las medidas que resulten pertinentes -las cuales, probablemente darán lugar a la presentación de diversas iniciativas legales-, pues el tema de la seguridad pública es claramente una prioridad, y que sólo la espera del estudio justifica que no se proponga ahora un presupuesto con mayores recursos.

En atención a la preocupación planteada en esta materia, el Honorable Senador señor Kuschel propuso remitir oficio al Ministerio de Hacienda y al Ministerio de Justicia, para que se informe acerca del estado de avance del estudio que, según se ha señalado, sería entregado en el mes de octubre. Asimismo, solicitar que se señale cuáles serían los pasos siguientes a la recepción de dicho estudio. Los restantes miembros de la Subcomisión compartieron la referida propuesta.

- Conforme a lo anterior, la Subcomisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores Kuschel y Orpis, y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles, acordó enviar un oficio a cada una de las mencionadas Secretarías de Estado, en los términos y con los fines señalados precedentemente.


Enseguida, el Honorable Senador señor Kuschel consultó al señor Fiscal Nacional si es posible que jóvenes recién titulados se desempeñen como Abogados Asistentes en el Ministerio Público, como una fórmula de perfeccionar su funcionamiento.


En respuesta a lo anterior, el señor Fiscal Nacional expresó que el Ministerio Público efectivamente ha celebrado convenios con diversas universidades para la realización de prácticas profesionales, entre las cuales, sin embargo, no se encuentra la práctica que ejecutan los postulantes a abogados, ya que éstos no pueden cumplir dicha gestión en la Fiscalía, porque para eso habría que modificar la ley. 

El Honorable Diputado señor Ortiz manifestó que el Presidente de la República ha planteado como un tema central de su Gobierno, la lucha contra la delincuencia. En esa línea, en su opinión, debería solicitarse al Ejecutivo que, en cuanto sea posible, se remitan los proyectos que aconseje el estudio del BID. 

Por su parte, el Honorable Diputado señor Robles señaló que se trata de una preocupación del Estado, pues el anterior Gobierno pidió realizar un plan de fortalecimiento del Ministerio Público, y ya el año 2008, se planteó al Ministro de Hacienda la necesidad de mejorar su situación. 

La señora Jefa del Sector Poderes y Justicia de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señaló que, sin perjuicio de dirigir el oficio, la Dirección de Presupuestos informa permanentemente del estado de avance del proyecto, de acuerdo a una glosa establecida en un presupuesto anterior.


El Honorable Senador señor Orpis anunció que votaría a favor del presupuesto, en el entendido que se trata de una propuesta de continuidad, que se encuentra sujeta a la posibilidad de incremento de acuerdo a los requerimientos que determine el estudio del BID cuya entrega se espera. 


Finalmente, el Honorable Diputado señor Robles expresó que, durante la actual discusión presupuestaria, debería incrementarse la dotación de personal, para ser consecuente con el plan de fortalecimiento que el propio Ejecutivo, en su oportunidad, solicitó realizar, lo cual, apuntó, es posible de solucionar durante la presente tramitación parlamentaria.


- Sometida a votación la Partida 23, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Tercera Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis, y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.

- - -


- Como consecuencia de lo precedentemente expuesto, la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, tiene el honor de proponer a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, aprobar la Partida 23, correspondiente al Ministerio Público, en los mismos términos en que fue presentada por Su Excelencia el señor Presidente de la República.
- - -


Acordado en sesión de 25 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente), y Jaime Orpis Bouchon, y Honorables Diputados señores Javier Macaya Danús, José Miguel Ortiz Novoa y Alberto Robles Pantoja.


Sala de la Subcomisión, a 2 de noviembre de 2010.

Juan Pablo Durán González
Secretario
